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RECURSO DE REVISIÓN  406/2016.

COMISIONADO PONENTE: 

M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA

PROYECTISTA: 

ÓSCAR VILLALPANDO DEVO.
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN Y OTROS.


San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 15 quince de marzo de 2017 dos mil diecisiete. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta el sello de recibido por parte de la UNIDAD DE TRANSPARENCIA de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, el 10 diez de noviembre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información presentó un escrito dirigido al Secretario de Educación del Gobierno del Estado, en la que aquél solicitó la información siguiente
:
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SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 25 veinticinco de noviembre de 2016 dos mil dieciséis el notificador de la Unidad de Transparencia Pública de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, notificó al solicitante los oficios 054/2016, DG-525/2016/2017, 0829/CGRH-A y v-2016 en el que contienen las respuestas a la solicitud de acceso a la información pública. Notificación que es como sigue
:
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TERCERO. Interposición del recurso. El 8 ocho de diciembre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información presentó un escrito ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública en donde interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior.
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 9 nueve de diciembre de 2016 dos mil dieciséis la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.
QUINTO. Ampliación del recurso de revisión. El 12 doce de diciembre de 2016 dos mil dieciséis el recurrente presentó ante la Oficialía de Partes de esta Comisión de Transparencia un escrito en donde amplió su recurso de revisión.
SEXTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 15 quince de diciembre de 2016 dos mil dieciséis la Comisionado Ponente:
· Tuvo por recibido en tiempo y forma el medio de impugnación.

· Lo registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-406/2016-2.

· Tuvo como entes obligados al GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ por conducto de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN –en adelante SEGE– a través de su TITULAR, del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, del SUPERVISOR DE LA ZONA ESCOLAR 002, del DEPARTAMENTO DE EDUCACIÓN PREESCOLAR, del TITULAR DE RECURSOS HUMANOS; del TITULAR DEL SISTEMA EDUCATIVO ESTATAL REGULAR –en adelante SEER–, del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, del DIRECTOR DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS; y del DIRECTOR de la BENEMÉRITA Y CENTENARIA ESCUELA NORMAL DEL ESTADO –en adelante BECENE–.

· Tuvo al recurrente por ofrecidas las documentales que adjuntó en su recurso de revisión –mismas que se admitieron y se desahogaron dada su especial naturaleza–.
· Se le tuvo al recurrente por señalado los estrados de esta Comisión de Transparencia para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto se expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encuentra en una de las excepciones del derecho de acceso a la información.

· Si existe impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 
Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.


Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.
SÉPTIMO. Rendición de los informes de los sujetos obligados. 
Por proveído del 10 diez de febrero de 2017 dos mil diecisiete la ponente del presente asunto:
· Tuvo por recibido los oficios firmados por los sujetos obligados.
· Les reconoció su personalidad.

· Les tuvo por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por ofrecidas las pruebas quienes así lo hicieron.

· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.

Respecto a la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.

Por otra parte, la ponente en cumplimiento a los acuerdos CEGAIP-198/2016 y 199/2016 S.E. del 14 catorce de julio de este año amplió el plazo para resolver el presente asunto.


Por último, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. En vista de que el ámbito de competencia, es una cuestión de previo y especial pronunciamiento, de cuya resolución depende la consecución o terminación del trámite del asunto, esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública no es competente para conocer y resolver este medio de impugnación sobre una parte del escrito que fue presentado ante el Secretario de Educación del Gobierno del Estado.

En efecto, el primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que:

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

Así pues, por competencia ha de entenderse, en términos generales, la facultad o capacidad que tienen las autoridades jurisdicentes para conocer y decidir sobre determinadas materias.

Ahora, es el propio mandamiento federal, quién le da la competencia esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública para conocer en materia de acceso a la información pública de acuerdo a su artículo 6°, apartado cuarto párrafo, apartado A, fracción IV, que refiere: 

Artículo 6o….

[…]

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

[…]

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución.

De igual forma el artículo 17, fracción III, párrafo tercero incisos a) y b) de la Constitución Política de Estado establecen que:

ARTICULO 17. -El Congreso del Estado expedirá las leyes a las que deban ajustarse los servidores públicos y las autoridades, para facilitar el acceso al ejercicio de los derechos de sus ciudadanos; esos ordenamientos deberán atender:

[…]

III….

[…]

El sistema de protección especializada tendrá asiento en la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, CEGAIP, que es un organismo público con autonomía presupuestaria, operativa, de gestión y de decisión; encargado de:

a) Garantizar el ejercicio de las prerrogativas asentadas en este precepto.

b) Vigilar la aplicación y cumplimiento de la ley de la materia, resolviendo sobre actos u omisiones de naturaleza administrativa que incumplan el derecho de acceso a la información pública, por parte de los Poderes del Estado, los municipios y sus entidades, concesionarios de bienes y servicios, organismos constitucionales autónomos, partidos políticos y demás entes obligados.

Como se ve, esta Comisión de Transparencia es competente en virtud de la facultad que le otorga tanto el orden federal como local para llevar a cabo determinadas funciones y actos.

En el caso, la competencia de este órgano garante es sobre determinada materia, es decir en virtud de la naturaleza de la causa, o sea, de las cuestiones contenciosas que constituyen precisamente sobre qué va a resolver este órgano colegiado mediante el recurso.

Por ello, para determinar de qué materia se trata, son las propias constituciones mencionadas quien la establece, lo anterior de acuerdo con las disposiciones referidas en la Constitución Federal en el propio artículo 6°, apartado cuarto párrafo, apartado A, fracción I y, el artículo 17, fracción III, párrafo primero, así como los artículos 2°, fracciones I, 3°, fracción XII y 81, primer párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. Preceptos que mencionan:
Artículo 6o….

[…]

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

I. 
Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.

ARTICULO 17. -El Congreso del Estado expedirá las leyes a las que deban ajustarse los servidores públicos y las autoridades, para facilitar el acceso al ejercicio de los derechos de sus ciudadanos; esos ordenamientos deberán atender:

[…]

III. El sistema para garantizar el acceso a la información pública. En el Estado de San Luis Potosí es prerrogativa de todas las personas, conocer y acceder a la información pública, con las excepciones previstas en esta Constitución, y en la ley de la materia.

ARTICULO 2º. Esta Ley tiene por objeto:

I. Garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública;

ARTICULO 3º. Para efectos de esta Ley se entiende por:

[…]

XII. Derecho de acceso a la información pública: prerrogativa de las personas para acceder a la información pública en posesión de los entes obligados, en los términos de esta Ley;

ARTICULO 81. La Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, es el órgano de autoridad, promoción, difusión e investigación, sobre el derecho de acceso a la información pública del Estado; autónomo en términos de lo dispuesto en la Constitución…
Así, tenemos que la materia –en el caso concreto, ya que por disposiciones de las fracciones II, III, V y VI del artículo 2°  de la Ley de Transparencia y del artículo 84  tiene facultades para conocer de otros supuestos– por la cual este órgano garante  puede conocer es sobre el derecho de acceso a la información entendido este derecho como la prerrogativa de las personas para acceder a la información pública en posesión de los entes obligados y que incluso las disposiciones citadas garantizan ese derecho de acceso a la –se insiste– información en posesión de los entes obligados. 

Ahora, con sustento además de las disposiciones vistas, es necesario determinar quién o quiénes son sujetos obligados y, para ello la propia Ley de Transparencia en sus artículos 3°, fracción XIV y 5° quienes la definen de acuerdo a lo siguiente:

ARTICULO 3º. Para efectos de esta Ley se entiende por:

[…]

XIV. Entes o sujetos obligados: los poderes del Estado, los ayuntamientos, los organismos constitucionales autónomos, los tribunales administrativos, las dependencias y entidades que conforman la administración pública centralizada y descentralizada del Estado y los municipios, los partidos y agrupaciones políticas con registro o inscripción estatal y, en general, cualquier persona física o moral, pública o privada, que recaude, administre, maneje o ejerza recursos públicos, o que tenga concesionada la explotación de bienes del dominio público o la prestación de un servicio público; así como las personas de derecho público y privado, cuando en el ejercicio de sus actividades actúen en auxilio de los órganos antes citados, reciban subsidio o subvención pública; o manejen fondos integrados por financiamiento, aportaciones y subvenciones privadas nacionales e internacionales destinadas a financiar actividades relacionadas con la función pública;

ARTICULO 5º. Toda la información creada, administrada o en posesión de los entes obligados, es un bien público cuya titularidad radica en la sociedad; por tanto, debe estar a disposición de cualquier persona, salvo aquélla que por la afectación de los derechos de terceros y excepciones previstas en la presente Ley, deba resguardarse por su carácter reservado o confidencial.

Cuando una persona física o moral reciba cualquier ganancia, prestación, exención o prerrogativa que implique un beneficio económico particular a costa del erario, sea en numerario, en especie, o en tratamientos especiales, quedará por el solo hecho de recibirlos, sujeta al derecho de acceso a la información pública y que toda la información relativa al empleo de recursos públicos se regirá por el principio de máxima publicidad, por lo que al beneficiarse con recursos públicos las personas físicas o morales aceptan que toda la información relacionada con esa prestación es pública.

En efecto, el Pacto Federal en el citado artículo 6°, refiere que la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública.

 Así en el ámbito estatal el legislador los dividió en dos grupos, ya que expresó qué se entiende por ente o sujeto obligado a:
· Los poderes del Estado, los ayuntamientos, los organismos constitucionales autónomos, los tribunales administrativos, las dependencias y entidades que conforman la administración pública centralizada y descentralizada del Estado y los municipios, los partidos y agrupaciones políticas con registro o inscripción estatal y, en general, cualquier persona física o moral, pública o privada, que recaude, administre, maneje o ejerza recursos públicos, o que tenga concesionada la explotación de bienes del dominio público o la prestación de un servicio público.
·  Así como las personas de derecho público y privado, cuando en el ejercicio de sus actividades actúen en auxilio de los órganos antes citados, reciban subsidio o subvención pública; o manejen fondos integrados por financiamiento, aportaciones y subvenciones privadas nacionales e internacionales destinadas a financiar actividades relacionadas con la función pública.

Consecuentemente, ese acceso a la información pública, como ha quedado visto, es cuando los entes obligados definidos así por las disposiciones previstas es quien reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, ya que su información es pública.

De ahí que, cuando se ejerza recursos públicos o se realicen actos de autoridad por cualquiera de los mencionados son sujetos obligados en términos de la Ley de Transparencia y, por ende la información que produzcan es pública.

En el caso la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN no negó la información, sino por el contrario entregó al solicitante la que de acuerdo a ella poseía.

Así, de acuerdo con la solicitud de acceso a la información pública el recurrente solicitó la documentación que resultó del examen de oposición o concurso que realizó un servidor público que labora en la SEGE, con la documentación de haber participado y concursado la plaza de docente y el lugar que obtuvo en el examen.

De lo anterior, se obtienen que la solicitud es clara en cuanto a la parte en que se refiere a los exámenes de oposición de un servidor público en cuanto a educación se refiere.
Ahora, el 11 once de septiembre de 2013 dos mil trece fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Ley General del Servicio Profesional Docente que en sus artículos 1, 2 y 79 establecen que:
Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria de la fracción III del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, rige el Servicio Profesional Docente y establece los criterios, los términos y condiciones para el Ingreso, la Promoción, el Reconocimiento y la Permanencia en el Servicio.
Las disposiciones de la presente Ley son de orden público e interés social, y de

observancia general y obligatoria en los Estados Unidos Mexicanos.
El marco normativo aplicable en las entidades federativas se ajustará a las previsiones de esta Ley. Los servicios de Educación Básica y Media Superior que, en su caso, impartan los ayuntamientos se sujetarán a la presente Ley. Las autoridades educativas locales deberán realizar las acciones de coordinación necesarias con los ayuntamientos.
La presente Ley no será aplicable a las universidades y demás instituciones a que se refiere la fracción VII del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al Consejo Nacional de Fomento Educativo y organismos que presten servicios equivalentes en las entidades federativas, ni a los institutos de educación para adultos, nacional y estatales.
Artículo 2. Esta Ley tiene por objeto:
I. Regular el Servicio Profesional Docente en la Educación Básica y Media Superior;
II. Establecer los perfiles, parámetros e indicadores del Servicio Profesional Docente;
III. Regular los derechos y obligaciones derivados del Servicio Profesional Docente, y
IV. Asegurar la transparencia y rendición de cuentas en el Servicio Profesional Docente.
Artículo 79. La información que se genere por la aplicación de la presente Ley quedará sujeta a las disposiciones federales en materia de información pública, transparencia y protección de datos personales. Los resultados y recomendaciones individuales que deriven de los procesos de evaluación, serán considerados datos personales.

Por lo expuesto, dicha ley al ser reglamentaria de la fracción III, del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, rige el Servicio Profesional Docente y establece los criterios, los términos y condiciones para el Ingreso, la Promoción, el Reconocimiento y la Permanencia en el Servicio y que tiene por objeto regular el Servicio Profesional Docente en la Educación Básica y Media Superior y asegurar la transparencia y rendición de cuentas en el Servicio Profesional Docente.

Por consiguiente es el propio artículo 79 mencionado quien establece la competencia cuando se trate de la información de esa naturaleza, ya que establece expresamente que la información que se genere por la aplicación de esa ley quedará sujeta a las disposiciones federales en materia de información pública, transparencia y protección de datos personales. 

Consecuentemente, es la propia Ley General Del Servicio Profesional Docente quien establece la ley aplicable en materia de acceso a la información y, que en este caso es la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, ya que en ésta su artículo 1, establece:
Artículo 1. La presente Ley es de orden público y tiene por objeto proveer lo necesario en el ámbito federal, para garantizar el derecho de acceso a la Información Pública en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos federales o realice actos de autoridad, en los términos previstos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Sentado lo anterior, está claro que, cuando se trate de información como la que nos ocupa y, que tiene que ver con la información sobre regulación del Servicio Profesional Docente en la Educación Básica y Media Superior, en el caso la documentación que resultó del examen de oposición o concurso que realizó un servidor público que labora en la SEGE, con la documentación de haber participado y concursado la plaza de docente y el lugar que obtuvo en el examen, es la propia Ley General del Servicio Profesional Docente –artículo 79– que nos dice qué ley en materia de transparencia se debe de aplicar cuando se trate de la información que se genera con motivo de la aplicación de la misma, en el caso la ya mencionada Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y, en esa postura el órgano garante en materia federal es el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales de conformidad con el artículo 6°, cuarto párrafo, apartado A, fracción VII, párrafo primero y cuarto  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ello además de conformidad con el artículos 17, primer párrafo y 21, fracciones I y II, de la Ley Federal en materia de transparencia que establecen:

Artículo 17. El Instituto es un organismo autónomo, especializado, independiente, imparcial y colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, de gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar en el ámbito federal, el ejercicio de los derechos de acceso a la información y la protección de datos personales, conforme a los principios y bases establecidos por el artículo 6o. de la Constitución, la Ley General, así como por lo previsto en esta Ley y demás disposiciones aplicables.
Artículo 21. El Instituto tendrá las siguientes atribuciones:
I.
Interpretar, en el ámbito de su competencia, la presente Ley y la Ley General;

II.
Conocer, sustanciar y resolver los recursos de revisión interpuestos por los particulares en contra de las resoluciones de los sujetos obligados en el ámbito federal; así como las denuncias por incumplimiento a las obligaciones de transparencia a que se refieren los Capítulos I y II del Título Tercero de esta Ley, en términos de lo dispuesto en la Ley General y la presente Ley;

De ahí que está claro que corresponde al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales conocer sobre la información que esté relacionada con Ley General Del Servicio Profesional Docente referente al Servicio Profesional Docente y establece los criterios, los términos y condiciones para el ingreso, la promoción, el reconocimiento y la permanencia en el servicio y que tiene por objeto regular el Servicio Profesional Docente en la Educación Básica y Media Superior y asegurar la transparencia y rendición de cuentas en el Servicio Profesional Docente, que es información que el recurrente pidió a la autoridad.

Resulta necesario precisar que, aunque el ente obligado estatal tenga la información que le fue pedida, es la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos quien establece la obligación de las autoridades competentes –artículo 16– y las leyes secundarias quienes refieren el ámbito de aplicación y, como en el caso quién debe de conocer, ya que dejar de atender a esas disposiciones que son obligatorias y que precisamente son las que establecen las competencias de las autoridades para conocer de cierta información, también se desatendería el propio artículo 14 de ese ordenamiento y que contiene el principio se seguridad jurídica.

Así pues, esta Comisión de Transparencia no es competente para conocer el presente asunto en cuanto toca a esa parte del escrito que fue dirigido al Secretario de Educación por las razones desarrolladas con antelación.
Por otra parte, esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública si es competente para conocer del presente asunto en la parte en que se trata del derecho de acceso a la información pública, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 
SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública. 
TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiera deparar perjuicio dicha respuesta.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 25 veinticinco de noviembre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 28 veintiocho de noviembre de 2016 dos mil dieciséis al 5 cinco de enero de 2017 dos mil diecisiete. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 26 veintiséis y 27 veintisiete de noviembre y los días 3 tres, 4 cuatro, 10 diez y 11 once de diciembre; así como del 16 dieciséis de diciembre pasado al 3 tres de enero de este año por ser el segundo periodo vacacional de esta Comisión de Transparencia.
· Consecuentemente si los días 8 ocho y 12 doce de diciembre de ese año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos a los entes obligados, puesto que así lo reconocieron las autoridades mencionadas al momento de rendir su informe. 

Lo mismo sucede para los TITULARES de la SEGE y SEER en virtud de que, a pesar de que fueron omisos en rendir el informe que les fue solicitado, así se desprende de autos ya que la solicitud de acceso a la información pública que nos ocupa fue dirigida al primero, precisamente en su carácter de titular y, al segundo porque en la solicitud de acceso a la información pública se advierte información que le compete.


SEXTO. Sobreseimiento. Dicha figura del sobreseimiento es la resolución por parte de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de carácter definitivo porque pone fin al procedimiento sin resolver las cuestiones de fondo, es decir, porque se haya actualizado alguno de los supuestos que establece el artículo 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado y dicho sobreseimiento puede ser de todo o parte del recurso. 

El artículo 180, fracción IV, relacionado con el artículo 179, fracción VI, de la Ley de Transparencia, establecen que:

ARTÍCULO 180. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando, una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos:

[…]

IV. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos del presente Capítulo.

ARTÍCULO 179. El recurso será desechado por improcedente cuando:

[…]

VI. Se impugne la veracidad de la información proporcionada; 


Como se ve, de las anteriores disposiciones tenemos que el recurso será sobreseído todo o en parte, cuando, una vez admitido, aparezca alguna causal de improcedencia, que es cuando se  impugne la veracidad de la información que le fue proporcionada.


Es por ello, que para sobreseer el recurso de revisión se debe de acreditar:

· Que se admita el recurso y,

· Que se impugne la veracidad de la información proporcionada.


Así pues, el primero de los supuestos está acreditado en virtud de que, como ya quedó visto en el resultando sexto, el 15 quince de diciembre pasado, la ponente en el presente asunto admitió el recurso que nos ocupa.


Ahora, por lo que toca al segundo de los supuestos, éste está acreditado, pues como también quedó visto es el propio recurrente quien reconoce que le fue entregada la información que solicitó.


De ahí que, sobre esa puesta a disposición de la información, el recurrente impugna la veracidad de la información, ya que literalmente expresó como motivos de inconformidad los siguientes:
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Como se ve, el recurrente no se inconforma por la entrega de la información en sí, sino sobre, porque, de acuerdo a él, esa información que solicitó no fue recibida por todos los docentes.


Sin embargo, como se advierte, el recurrente sobre todas esas supuestas irregularidades –ya que esta Comisión de Transparencia no puede hacer pronunciamiento alguno– es precisamente sobre la información que le fue entregada, de ahí que resulta evidente que la autoridad entregó la información.


Así pues, de los documentos que le fueron entregados y, por ello, el recurrente al cuestionar la veracidad de la información en cuanto a la forma en que el sujeto obligado posee la información, es decir, sobre supuestas irregularidades de la documentación que se le entregó, por lo que está claro que se está en presencia de la causal de improcedencia a que se refiere el artículo 179, fracción VI, de la Ley de Transparencia y, por ende el presente recurso es sobreseído en esa parte.


SÉPTIMO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.


OCTAVO. Estudio de los agravios.  Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública entra al estudio de los agravios de conformidad con lo siguiente.

8.1. Agravios.

El recurrente expresó como motivos de inconformidad:


a)
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8.1.1. Agravio infundado.


Por lo que toca al agravio expresado en el inciso b) también es infundado porque, el recurrente tuvo acceso a la información que le fue puesta a disposición de acuerdo al acta del 8 ocho de diciembre pasado y, en donde se observa que le fue puesta a disposición la información sobre los horarios de los semestres tanto par como impar.


Ahora, dentro de dicha acta se observa que el solicitante accedió a la información
 al grado de que firmó de conformidad.

Aún con lo anterior, es el propio recurrente quien incluso se contradice, puesto que en el acta de que se trata, firmó en el sentido de que accedió a la información y, en el motivo de inconformidad expresa que consultó el semestre par, pero que la información que faltó se refiere al semestre impar. Y lo anterior es contradictorio por sí sólo, de ahí que se agravio sea infundado. 

8.1.2. Agravio fundado.


Es fundado el motivo de disenso alegado por el recurrente.


En cuanto a lo que toca en el inciso a), recordemos que el solicitante pidió a la autoridad la preparación o el equivalente de la servidor público que refirió en su solicitud de acceso a la información pública.


Ahora, en su respuesta el responsable de la COORDINACIÓN GENERAL DE RECURSOS HUMANOS expresó que adjuntaba el documento de preparación
 que en el caso fue la carta de pasante.

Así, dicha documentación entregada no coincide con lo que el solicitante pidió desde su solicitud de acceso a la información pública, de ahí que su agravio sea fundado.


Sin embargo, es necesario precisar que, cuanto la COORDINACIÓN GENERAL DE RECURSOS HUMANOS hizo sus alegaciones ante esta Comisión de Transparencia explicó el porqué de su respuesta y, por ende la consecuente entrega del documento de la carta de pasante, respuesta que es indispensable que el ahora recurrente conozca por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.

8.2. Sentido y efectos de la resolución.
En las condiciones anotadas y, al haber resultado fundado uno de los agravios que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica la respuesta proporcionada por los entes obligados y, por lo tanto lo conmina a que emita otra respuesta en la que:

· Permita el acceso a la información sobre la preparación profesional de la docente Gabriela Moreno Covarrubias.  


8.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· El ente obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública a costa del solicitante.
·  En caso de que el ente obligado no contenga la información, entonces deberá de justificarlo –como lo refirió en sus alegatos– en términos de los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia.

8.4. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de tres días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado una vez que la presente resolución se declare ejecutoriada.

8.5. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a la notificación del auto que la declare ejecutoriada en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

8.6. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente resolución, se le impondrá la multa establecida en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:
PRIMERO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública no resultó competente para conocer una parte del escrito presentado ante el Secretario de Educación del Gobierno del Estado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando primero de la presente resolución.
SEGUNDO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando octavo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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